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Violencia social y violencia de género*
Marta Torres Falcón**
Introducción

Durante las últimas décadas la violencia ha tenido un papel protagónico en todo el planeta, desde una forma tan clara y evidente como la guerra, hasta las más sutiles como el lenguaje que, con su fuerza simbólica, condena, discrimina o  invisibiliza, pasando por torturas, asesinatos y delitos de muy variada índole. Esto no significa que la violencia sea un fenómeno nuevo
, propio del mundo contemporáneo; tampoco puede afirmarse que se haya incrementado en años recientes. Cada sociedad registra diversas formas de violencia y cómo se define y sanciona ésta cambia también según tiempo y lugar.

Al hablar del papel protagónico de la violencia, se alude básicamente a dos cosas. La primera es el aumento notable, en virtud de los avances tecnológicos, de la capacidad de destrucción de la especie humana sobre sí misma. La otra cuestión es la denuncia y el análisis de ciertos fenómenos que sólo en los últimos años se han definido como violencia, en particular contra las mujeres. También es reciente sacar a la luz pública transgresiones a los derechos humanos, porque el concepto mismo se consolida en la segunda mitad del siglo XX y se discute y renueva continuamente, tanto en su contenido como en sus alcances.

El objetivo de este ensayo es analizar el vínculo existente entre la violencia social y la violencia de género, que muchas veces se abordan por separado y se presentan incluso de manera desarticulada. Este proceso dista mucho de ser casual. Podríamos empezar por preguntarnos ¿qué pensamos al escuchar la palabra “violencia”? ¿Cuál es la imagen que acude a nuestra mente de manera inmediata? Es muy probable que el primer cuadro se refiera a una situación bélica de destrucción ilimitada: genocidio, tortura, muerte. En un segundo momento pueden surgir conflictos regionales (como la nutrida producción de refugiados/as y desplazados/as internos/as en la región andina, por ejemplo) o regímenes militares y dictatoriales, con la consecuente transgresión sistemática de los derechos humanos. Todavía hay un tercer espacio en el que muy probablemente estaría la violencia urbana: secuestros, robos, asaltos, violaciones. Y tal vez, si tenemos un poco de conciencia y nos hemos enterado de los postulados y demandas del movimiento feminista durante los últimos treinta años, en un cuarto momento pensaríamos en la violencia contra las mujeres: hostigamiento sexual, violación, maltrato del compañero íntimo. 

¿Qué indica esta sucesión de imágenes en la que las mujeres aparecen sólo al final, o lo hacen marginalmente? Sin duda, hay una serie de factores que, concatenados, dan como resultado la invisibilidad de las mujeres en muchos órdenes de la vida: el trabajo, la participación política, la economía, la violencia. Este mecanismo opera en dos vertientes principales. Por un lado, se excluye a las mujeres de toda participación o injerencia en los asuntos públicos –la guerra, los conflictos armados, el gobierno, la lucha contra las dictaduras, la vida urbana, etc.- y en esta exclusión –simbólica y real- sus roles, funciones y tareas pasan a un segundo término o de plano no se toman en cuenta. Por ello pensamos en la guerra como una actividad masculina, concebimos las dictaduras y los movimientos opositores  como fenómenos protagonizados mayoritaria y casi exclusivamente por hombres, y nos referimos a las grandes metrópolis como espacios poco recomendables o accesibles a las mujeres, a quienes finalmente ubicamos entre las cuatro paredes de hogares que distan mucho de ser seguros. 

La otra vertiente ocurre de manera paralela y de hecho constituye la cara opouesta de la moneda. Se considera que todo lo que sucede en el ámbito doméstico (y en los limitados espacios a los que las mujeres tienen un acceso real, por ejemplo la escuela o algunas áctividades laborales) son menos importantes y por lo tanto requieren menos atención, recursos, energía, etc. Esta doble operación –recluir a las mujeres en el ámbito privado y excluir éste de toda atención estatal- tiene múltiples consecuencias, entre ellas la desarticulación de la violencia social y la de género. 

Así, se abordan los conflictos de gobernabilidad, de autoridad, de ideología, las diferencias de raza, de etnia, de clase y aun de religión como factores desencadenantes de violencia; la denuncia y análisis de una violencia específica contra las mujeres en sus inicios fue una tarea que correspondió casi exclusivamente al feminismo. Los desafíos que se presentan ahora derivan de las operaciones de exclusión señaladas líneas arriba: entender, analizar y documentar cómo cada expresión de violencia social se redefine por género, y demostrar que toda violencia de género ocurre en el marco de desigualdad provisto por el contexto social. Además, si bien en el discurso parece haber una condena unánime a la violencia, las acciones varían notoriamente cuando las víctimas son mujeres o la violencia sucede en la esfera privada.  

La primera parte de este ensayo está dedicada al análisis conceptual de la violencia como un fenómeno social: se anotan algunos elementos necesarios para una definición de violencia, se subraya la importancia del contexto de desigualdad en donde se producen los actos violentos, se señalan las distintas esferas de interacción social y cómo influye ésta en la dinámica del poder. En un segundo apartado se analiza la violencia como un asunto de derechos humanos tanto en la construcción teórica de ambos conceptos como en la elaboración de diversos instrumentos jurídicos. Finalmente, se estudia la violencia de género como una expresión contundente y paradigmática de la violencia social: se describe la vinculación del poder con los pactos patriarcales, donde está cifrada la violencia contra las mujeres; se revisa someramente la trayectoria de la lucha contra la violencia de género en América latina, con énfasis en las estrategias de prevención y atención; y se apuntan algunos aspectos básicos para abordar los costos de la violencia. Por último, se formulan algunas conclusiones y recomendaciones. 

1.
La violencia como fenómeno social

1.1
Elementos para una definición

La violencia es multifacética y por ello no hay una definición única. A veces es muy clara y contundente, como en los conflictos armados, a veces se sabe que está presente pero es difícil aprehenderla, como en el hostigamiento sexual, y en muchas otras ocasiones no es fácil descifrar las formas de violencia sutil que se agazapa en las palabras y en los silencios. Resulta difícil incluso abordarla desde una sola disciplina. Algunos análisis enfatizan el daño producido (ya sea cuantificando las víctimas
 o clasificando las lesiones producidas); hay otros estudios sobre los medios utilizados y su eficacia (por ejemplo sobre la carrera armamentista, la alta tecnología al servicio de la guerra, los costos del mantenimiento y actualización de poderosos ejércitos, etc.), otros más enfocan la situación de las víctimas
 y aún otros se preocupan por el contexto en el que se produce el acto violento.

No se pretende, en este espacio, dar una definición completa y acabada, sino puntualizar algunos elementos indispensables para su abordaje: intencionalidad, transgresión de un derecho, producción de un daño y ánimo de sometimiento y control. Hablar de intencionalidad implica necesariamente una alusión a la voluntad, tanto de quien ejerce la violencia como de quien sufre el embate; es una voluntad que quiere controlar a otra y para ello se expresa en actos concretos. En relación con el derecho transgredido, más adelante vamos a ver cómo la noción misma de  derechos humanos está edificada en múltiples exclusiones (raza, etnia, clase social, género) y cómo lo que en la actualidad –albores del siglo XXI- consideramos violencia, en otro contexto –por cierto no tan lejano- podía ser el simple ejercicio de un derecho.
 En relación con el daño, ya anotamos que puede ser físico, psicológico, sexual o patrimonial. Por último, vale la pena enfatizar el componente del poder: quien ejerce violencia busca someter, dominar, imponer su voluntad. La violencia se da siempre en una relación, donde existen posiciones diferenciadas y asimétricas de poder, y que a su vez quedan reestructuradas o fortalecidas después de cada incidente violento. 

En resumen, la violencia es un acto (acción u omisión) intencional, que transgrede un derecho, ocasiona un daño y busca el sometimiento y el control. La violencia es siempre un acto de poder. 

1.2
Violencia individual, estructural y cultural

Johan Galtung
 define la violencia como "cualquier sufrimiento evitable en los seres humanos", y más adelante sustituye "sufrimiento" por "reducción en la realización humana". Una teoría sobre violencia, según Galtung, tendría que estar orientada hacia las víctimas; por ello enfatiza la pérdida de potencial humano. Lo importante del análisis de Galtung, a pesar del carácter tan inclusivo de su definición, es la clasificación que hace en violencia directa o personal, violencia estructural y violencia cultural. Esto permite contextualizar cada hecho aparentemente aislado y, para efectos de nuestro análisis, apuntar el vínculo entre violencia social y otras formas de violencia, en particular la de género.

La violencia directa o personal es la que se presenta entre dos individuos, es decir, en las relaciones cara a cara. Tales relaciones están inmersas en un contexto social determinado, en el que se sitúan la violencia estructural (que como su nombre indica emana de las estructuras sociales) y la violencia cultural (que deriva de múltiples prácticas comunitarias), estrechamente vinculadas entre sí. Las estructuras sociales se refieren al marco institucional que rige muchas áreas de la vida: legislación, ingreso, educación, salud, etc. Tales estructuras se erigen, mantienen y eventualmente se transforman sobre un esquema de desigualdad; la capacidad de decidir sobre la distribución de esos recursos también está repartida de manera desigual y ésa es la base de la violencia estructural.

Esto no significa que toda institución sea violenta per se, sino que, en la medida en que se asienta en la desigualdad, puede ser campo fértil para condonar actos de violencia directa. Al perpetuar patrones de desigualdad (entre razas, clases, etnias, sexos), la violencia estructural que ahí se gesta tiende a reproducirse a sí misma y en ese terreno de relaciones individuales y grupales aparece la tercera dimensión del modelo de Galtung: la violencia cultural. Esta última se refiere fundamentalmente a los discursos que permean y dan forma al imaginario social: religión, ciencia, lenguaje, ideología, creencias, arte.

Estas tres formas - individual, cultural y estructural - se vinculan de tal manera que cada una de ellas puede ser invocada para justificar las otras dos. Pensemos, por ejemplo, que esas dos personas que protagonizan la violencia directa tienen una relación conyugal: un marido que golpea a la esposa, o bien la humilla, maltrata y desprecia, o le impone una relación sexual, etc. Todos estos son actos de violencia que tendrían una dimensión diferente si se tratara de personas desconocidas. Aparece entonces la violencia estructural que determina -mediante la legislación, el acceso real a la justicia, a los servicios de salud y al empleo, por ejemplo- que las mujeres deben obedecer a sus maridos, que deben tener siempre disponibilidad sexual y que es responsabilidad suya ajustarse a un determinado presupuesto. Todas estas disposiciones, que encontramos de formas variadas en las leyes latinoamericanas, no sólo condonan la desigualdad y la violencia, sino que constituyen, en sí mismas, una de sus expresiones privilegiadas. Paralelamente, transcurren diversos discursos (médico, religioso, comunitario, familiar) que alimentan el imaginario social con figuras rígidas y excluyentes de lo que son o deben ser las mujeres y lo femenino, así como lo que son o deben ser los hombres y lo masculino.  Así, al definir como virtudes la sumisión, la abnegación y el silencio en las mujeres, se solapa la discriminación y se condona la violencia. Para entender la violencia cultural, basta pensar por un momento en todos los chistes que hemos escuchado que satirizan a una mujer violada o trivializan un ataque sexual, que se burlan de una persona con discapacidad, de un homosexual o de un grupo étnico; basta echar una ojeada al refranero popular, a las canciones de moda y aun a los juegos infantiles.
 

La experiencia individual, la cultura y las estructuras sociales son susceptibles de transformación y de hecho se modifican continuamente. Sin embargo, algunas formas de violencia, en particular contra las mujeres, están tan arraigadas en estas tres dimensiones, que se toman como algo "normal", inherente a los seres humanos y por lo tanto imposible de alterar. En otras palabras, están naturalizadas, como si fueran independientes de las prácticas sociales y simbólicas.

No son acciones de individuos aislados; la colectividad es responsable de su ejercicio, precisamente porque opera un mecanismo de cosificación de las mujeres. 

1.3
El modelo ecológico
Quien ejerce violencia busca sojuzgar, someter y controlar los actos y hasta los sentimientos de otra persona. A este ánimo de ejercicio del poder subyace la idea, consciente o inconsciente, de que el otro (o la otra) no es una persona o, en todo caso, no es un igual que merezca el mismo trato que la persona violenta considera merecer. El hombre que viola, golpea, insulta, asedia u ofende de cualquier otra manera a una mujer, no la considera un ser con quien pueda relacionarse de igual a igual. La ideología de la supremacía masculina permea todas las manifestaciones de la violencia de género.

Si la violencia echa sus raíces en un esquema de discriminación y desigualdad, esto significa que quienes discriminan se sienten siempre superiores a los discriminados y, además, les hacen creer o sentir que son inferiores. El planteamiento de Todorov
 sobre la relación del colonizador con el colonizado es ilustrativa; el planteamiento diferencial rápidamente se formula como inferioridad y superioridad. Cuando los colonizados, o en general subordinados (por ejemplo, las mujeres) comparten esta creencia, el resultado puede ser una cierta actitud de obediencia y aceptación, pero también puede generar acciones colectivas, no sólo para enfrentar el peligro, sino también para redefinir los términos de las relaciones sociales y quebrantar el discurso de discriminación.

En todo proceso de conflicto interpersonal o intergrupal alguien gana y alguien pierde. Los participantes ocupan posiciones asimétricas determinadas. En general la conducta violenta se ejerce sobre quienes están en una posición jerárquica inferior y al ser vencidos se refuerza esa posición. Por ello, donde el problema realmente puede atacarse es en el terreno de las relaciones sociales, que dan lugar a las identidades (individuales o colectivas) que intervienen en una relación violenta. Aquí nuevamente resulta de utilidad el modelo que propone Galtung, que permite ubicar las diversas formas de violencia en cada espacio social y que están vinculadas con un orden que las institucionaliza y legitima, cuya existencia, además, tiene una aceptación generalizada.
 "La agresión está al servicio del orden establecido y en ese caso se evita llamar agresión, o contra el orden establecido, y entonces los incidentes agresivos entran, con todas sus consecuencias, dentro de tal denominación." 

No hay individuos aislados. Toda interacción humana se realiza en un contexto social que debe ser analizado para entender el fenómeno de la violencia. Un esquema muy completo para analizar la interacción social es el modelo ecológico propuesto por Urie Bronfenbrenner,
 que consta de cuatro niveles, gráficamente susceptibles de ser representados como círculos concéntricos.

El contexto más amplio es el macrosistema, en el que se ubican la organización social y las creencias o estilos de vida de una cultura en particular. Aquí está la conformación patriarcal de la sociedad, las ideologías y creencias en torno a los géneros y las raíces de la cosificación de las mujeres. Aquí se sitúa también la dicotomía público / privado y la asignación de espacios por género. 

El segundo nivel, llamado exosistema, incluye las instituciones mediadoras entre el nivel de la cultura y el individual: escuelas, medios, instancias judiciales, organismos civiles, etc. Todos estos espacios son particularmente importantes para mantener o transformar ciertas relaciones sociales, para alterar los significados de determinadas prácticas y para enlazar a cada individuo con la comunidad a la que pertenece.

El tercer nivel alude a las relaciones interpersonales, entre las que aparece la familia de manera privilegiada. Aquí se reproducen las jerarquías de poder y dominación presentes en los otros espacios y se cubren de un halo de naturalidad. Finalmente, el círculo más pequeño corresponde al nivel individual, donde hay cuatro dimensiones psicológicas interdependientes: cognitiva (forma de percibir y conceptualizar el mundo), conductual (comportamientos), psicodinámica (dinámica intrapsíquica) e interaccional (pautas de relación y comunicación interpersonal).

Esta propuesta permite abordar las características individuales en relación directa con el contexto en el que se produce el acto violento. Así, cada hecho está condicionado por factores que operan en los distintos niveles, donde  se insertan los patrones culturales que condicionan, legitiman o sancionan la violencia.
 Así, el hombre que golpea porque su esposa lo desobedece, actúa en concordancia con un aprendizaje que ha tenido desde la infancia, con los mandatos de ciertas instituciones que lo designan como jefe de familia y con los roles de género que le atribuyen y refuerzan esa potestad.

Las mujeres, por otra parte, en todos los niveles del modelo ecológico, resienten la marginación y rechazo, junto con la negación de su voluntad. Ambos aspectos conducen al tema de las relaciones de poder. En efecto, cuando hablamos de dominación, sometimiento y control, estamos hablando de relaciones de poder.

1.3
Violencia y poder

La violencia está estrechamente relacionada con el poder; hay una implicación directa. Con la conducta violenta lo que se busca es eliminar cualquier obstáculo al ejercicio del poder y para mantener éste frecuentemente se utiliza aquélla. Para Hannah Arendt,
 la violencia es la manifestación más flagrante del poder.

En este apartado vamos a analizar dos posturas diferentes con respecto al poder. La primera de ellas, de Max Weber, contiene una noción de verticalidad; este autor habla de relaciones de dominación y obediencia. La otra definición, de Michel Foucault, alude al poder como algo que circula en las relaciones sociales y que incluye -más que genera o produce- formas de resistencia.

Según Max Weber, "poder significa la probabilidad de imponer la propia voluntad, dentro de una relación social, aun contra toda resistencia y cualquiera que sea el fundamento de esa probabilidad" y más adelante añade que "el concepto de poder es sociológicamente amorfo".
 Esa 'probabilidad' puede hallar su 'fundamento' en la autoridad o en la coacción. La autoridad es la cualidad por la que una persona es capaz de inducir en otros la realización de una conducta determinada. Así, al  aceptar que una persona o un grupo tiene cualidades para mandar, dirigir o aconsejar, se le confiere y reconoce ese derecho, que se considera justificado. Este puede ser el caso de las mujeres que, como grupo, consideran que los hombres tienen determinadas cualidades para decidir y ordenar; las mismas mujeres encuentran que esa autoridad es legítima. Y los hombres, por su parte, no les confieren esa misma potestad a las mujeres.

También se obedece a las autoridades constituidas como tales, aunque no se les reconozca habilidad alguna para decidir u ordenar, si existe la amenaza (expresa o implícita) o la certeza de que la desobediencia trae aparejada la imposición de un castigo. En este caso no se trataría de autoridad en los términos definidos líneas arriba, sino de coacción, que es precisamente la amenaza de ejercer violencia para obtener el resultado deseado. Tanto la autoridad como la coacción derivan de algún tipo de fuerza: física, económica, cultural o psicológica.

Max Weber
 desarrolló el concepto de dominación, que integra el poder de mando y el deber de obediencia en una determinada relación social. Para que la autoridad sea legítima, según Weber, se necesita un mínimo de voluntad de obediencia, es decir, que se asuman los mandatos de buen grado y no bajo amenaza o coacción. Para este autor existen tres tipos puros de dominación legítima: legal, carismática y tradicional. La dominación legal es propia de instituciones políticas de sociedades avanzadas, donde los individuos deben obediencia a la ley, pero no a una persona en particular. La dominación carismática deriva de los rasgos de personalidad de un líder (sea profeta, mago, etc.), tales como el heroísmo o la ejemplaridad de sus acciones, a quien se obedece por devoción. En la dominación tradicional, que el mismo Weber califica como la más rudimentaria, la obediencia se produce por "hábito inveterado", en la creencia de que así ha sido siempre y debe seguir siéndolo, por ser designio divino. Como ejemplos de dominación tradicional Weber señala la gerontocracia (donde la autoridad es ejercida por los más viejos) y el patriarcalismo, que se refiere a asociaciones de índole económica o familiar, donde una sola persona (el varón adulto) detenta la autoridad de acuerdo con determinadas reglas fijas. En este último caso, el del patriarcalismo, tanto quien manda (el imperante, en la terminología weberiana) como los dominados (que son compañeros, no súbditos) consideran que la dominación es un derecho de quien la ostenta y que lo hace por el bien de todos. La obediencia está cifrada en la fuerza de la tradición.

El tipo de dominación tradicional patriarcal (o patriarcalista) es en donde puede ubicarse la relación de obediencia de las mujeres hacia el padre y también hacia el marido, generada por un hábito o costumbre. Las instituciones modernas legitiman - a través de una relación jurídica regulada con precisión, como es el matrimonio - una forma de dominación que es anterior y que, en el esquema weberiano, puede definirse como tradicional y patrimonial.

En las sociedades contemporáneas esta obediencia no se da de manera pasiva o sin cuestionamientos. Ciertamente, existe una dominación tradicional que impele a las mujeres a obedecer a sus maridos y que puede incluso tener estatuto legal,
 pero eso no significa que ellas no expresen opiniones, discutan, confronten y actúen de muy diversas maneras. Ahora bien, el binomio dominación - obediencia no es sinónimo de relación violenta. Sin embargo, sí refiere a un esquema de desigualdad que es necesario subrayar. "Las personas de poder superior interrumpen, tocan, miran con enfado y miran fijamente, invaden el espacio físico y señalan a los de poder inferior".
 Estos no se consideran signos de agresión en el marco de la desigualdad, como lo serían en una relación entre iguales. Por eso ha sido tan difícil la conceptuación de la violencia contra las mujeres, porque está cifrada en la desigualdad.

Michel Foucault
 desenmascara la base esencialista de las concepciones tradicionales del poder y rechaza cualquier noción de verticalidad, de totalidad. Según este autor, el poder no sólo es una cuestión teórica, sino que forma parte de la experiencia. "La dominación es una estructura global de poder cuyas ramificaciones y consecuencias pueden encontrarse a veces hasta en la trama más tenue de la sociedad".

Existen tres cualidades distintas del poder: su origen, su naturaleza básica y sus manifestaciones. Así, el poder que pone en juego relaciones entre individuos (o grupos) se refiere claramente al poder que ejercen unas personas sobre otras. No existe en abstracto. Los individuos son constituidos a través del poder, cuyo ejercicio puede ocurrir mediante un proceso de disciplina y regulación, pero también de autodisciplina. Foucault habla de bloques en los que las habilidades, las redes de comunicación y las relaciones de poder se vinculan en un sistema "regulado y concertado". Las instituciones educativas son un ejemplo, por la disposición del espacio, los reglamentos de vida interna, los sitios, funciones y tareas asignados a cada persona, etc. Así se constituye un bloque de capacidad / comunicación / poder en donde también operan procedimientos de encierro, vigilancia, recompensas y castigos, así como una jerarquía piramidal. Todo esto puede aplicarse de igual modo a los espacios domésticos, donde hay una asignación de lugares, tareas y tiempos precisos, y donde también operan mecanismos de aislamiento y vigilancia, así como relaciones jerárquicas. 

El poder, en la concepción de Foucault, es algo que circula continuamente. Nunca se localiza aquí o allá; nunca en manos de una persona en forma exclusiva. No puede almacenarse; sólo existe en su ejercicio. No actúa sobre otros sino sobre sus acciones y por ello siempre abre un abanico de respuestas, de reacciones ante el poder. Todo poder -para ser definido como tal- conlleva una resistencia. Siempre es una manera de actuar sobre un sujeto actuante y precisamente en tanto que ese otro sujeto actúa o es susceptible de actuar. Dicho de otra manera, una relación de poder sólo puede darse en un esquema de libertad. 

Otro punto importante es el tipo de objetivos perseguidos, que pueden ser mantener privilegios, afianzar la autoridad, etc. En la violencia, la finalidad que se busca es precisamente la eliminación de obstáculos para el ejercicio del poder, independientemente de los daños producidos. Un elemento más es la forma de institucionalización, que Foucault relaciona con las disposiciones tradicionales, las estructuras jurídicas, las costumbres, etc. Nuevamente aparece la importancia del contexto social en el que se produce el acto violento que, según hemos visto, tiene alcances muy amplios: desde la esfera más inmediata al individuo, que es la pareja o la familia, hasta el macrosistema, que incluye las concepciones culturales, las instituciones que condenan o legitiman y las estructuras mediadoras.

Además, es fundamental el acento en las diversas formas de resistencia, tanto para entender el fenómeno mismo de la violencia de género, como para  contextualizar la lucha organizada contra la violencia. A través de distintas formas de resistencia, las mujeres enfrentan los efectos del poder como tales, en su especificidad e inmediatez. Se ataca una forma de poder que se ejerce en la vida cotidiana. La fuente y núcleo de todo poder es la persona socialmente condicionada y con la capacidad de ejercer alguna influencia en la sociedad. Así, toda persona tiene algún tipo y grado de poder.

Las dos posturas analizadas tienen claras diferencias. En la propuesta de Weber la relación que se establece implica que una persona manda y otra obedece. En el esquema de Foucault el poder circula, de tal manera que toda persona tiene siempre algún poder. De ambas definiciones podemos tomar elementos que nos permitan entender la violencia social y la violencia de género. En efecto, la relación dominación - obediencia se construye sobre una base de desigualdad que puede -aunque no necesariamente- ser campo fértil para la violencia. Las mujeres obedecen a los hombres por un hábito inveterado o por disposición de la ley. Pero ¿cómo se da esta relación de obediencia? La desigualdad social no implica que una persona (o grupo de personas) tenga siempre el poder y que otra (u otras) siempre obedezcan. Por un lado, estas últimas también tienen alguna forma de poder que ejercen de diversas maneras; en el caso de las mujeres hacia los hijos y también, en determinadas circunstancias y si retomamos la idea de la relación de complementariedad, respecto del marido.

Además, la obediencia de las mujeres no se da de manera ciega, pasiva y sin cuestionamientos, lo que equivale a decir que desarrollan diversas estrategias para resistir. Por otro lado, el hecho de reconocer que las mujeres no sólo resisten sino que, además, tienen -en la medida que ejercen- algún tipo de poder, no debe hacernos pensar que la relación es equitativa, porque estaríamos dejando de lado la desigualdad social, que se expresa en muchos órdenes de la vida.

Violencia y derechos humanos

2.1
El sujeto racional moderno
En las sociedades tradicionales - tal como vimos al analizar el concepto de Weber de dominación - hay un orden jerárquico legitimado por un principio trascendente, suprahumano. Los privilegios de algunos y sus posibilidades de mando se originan en el nacimiento. Tanto el orden social como el político se consideran externos a cada persona.

En la modernidad, en cambio, la legitimidad de las jerarquías se hace derivar ya no de la naturaleza como principio, sino de la razón. Se crea la idea de individuo, sobre la base de que todas las personas son iguales en la medida en que están dotadas de razón. Este pensamiento formal estructura la nueva mentalidad, de índole igualitaria, en oposición a la mentalidad tradicional. Así, la igualdad natural de los seres humanos es lo que legitima el nuevo orden social y político.

Igualdad y libertad son las premisas sobre las que se construye el modelo contractualista, que supone la existencia - histórica o hipotética - de un estado de naturaleza en el que los hombres
 son libres e iguales entre sí, en la medida en que comparten un carácter esencial, consistente en que todos son seres de razón y de pasiones. También comparten una cualidad esencial, imprescindible de la condición humana. Esta última -que cada autor define de manera diversa- está en riesgo en el estado de naturaleza, por lo que los hombres deciden la celebración de un contrato social -racional- que les permita salvaguardarla, si bien pierden su libertad e igualdad naturales. Ese pacto da origen al estado civil.

Thomas Hobbes
, defensor del estado absolutista moderno, considera que el estado de naturaleza es negativo en tanto que permite que el ser humano sea dominado por sus pasiones; se convierte así en un estado de guerra constante. 

Para John Locke
, partidario del parlamentarismo, ningún poder derivado de la fuerza es legítimo. Considera que el hombre es fundamentalmente bueno y que en el estado de naturaleza hay libertad, igualdad y armonía. La cualidad esencial es la propiedad y lo que debe castigarse es cualquier infracción a la ley natural. Así, cuando cada quien debe ser juez de su propia causa, la razón se obnubila y tiende a ser dominada por las pasiones. El pacto social tiene como finalidad salvaguardar la propiedad y controlar el poder externo.

Juan Jacobo Rousseau
, detractor político del absolutismo moderno y del liberalismo político, coincide con Locke en que la fuerza no genera derecho y que en el estado de naturaleza los hombres son buenos (incluso hacía toda una apología del  "buen salvaje"). La cualidad esencial es la libertad, que tiene un carácter moral. El inconveniente que plantea este estado se refiere, según Rousseau, a las fuerzas limitadas que tiene un hombre aislado para enfrentar los embates de la naturaleza. Con el pacto social hay una cesión total a la comunidad (no a una persona determinada) y esto es lo que constituye la voluntad general. La libertad natural da paso a la libertad civil, en la que se inserta una de las ideas fundamentales de la sociedad moderna, además de la libertad y la igualdad, la fraternidad.

En síntesis, para Hobbes el origen del pacto social es la búsqueda de la paz, para Locke la preservación de la propiedad y para Rousseau la voluntad general y la fraternidad. Para todos ellos el pacto social es de índole racional, celebrado entre personas libres e iguales, que genera un estado civil que se sitúa por encima de cada individuo.

Lo importante de estas categorías es la forma en que se jerarquiza lo público y lo privado. Para Hobbes,
 el dominio de los hombres sobre las mujeres se justifica por el contrato de cohabitación, mediante el cual la mujer cede al marido el poder original que tenía sobre los hijos; todo poder doméstico pertenece al varón. Es un contrato de subordinación. Las mujeres renuncian a su voluntad, lo que difícilmente podría interpretarse como racional. Locke
 coincide con Hobbes en que el matrimonio es un pacto de subordinación de la mujer al marido, en virtud de que el hombre es más capaz y más fuerte; lo que contradice su máxima de que la fuerza no hace derecho. Rousseau justifica la subordinación de las mujeres en virtud de la superioridad de los hombres, basada a su vez en su mayor fuerza y mejor entendimiento; para este autor, el hombre natural porque está en un estado puro, en tanto que la mujer en las mismas condiciones es inferior porque está en un estado presocial. 

2.2
Contrato sexual y pactos patriarcales

Un análisis cuidadoso permite apreciar las contradicciones internas del discurso contractualista y señalar que la distinción entre ambos espacios naturales permite fundamentar dos ámbitos desiguales en el estado civil: lo público y lo privado
. Las tesis del contrato social no incluyen a las mujeres como partícipes del pacto; es decir, no las consideran seres racionales, libres, iguales y con la voluntad de suscribir ese contrato. Este último aspecto, el de la voluntad, es crucial para el análisis de la violencia. Si definimos ésta como una transgresión a la voluntad y las mujeres aparecen, en la construcción teórica relativa a la organización política, como seres sin voluntad, entonces la violencia contra ellas sería imposible por definición. ¿Cómo podría transgredirse una voluntad inexistente? 

Una crítica feminista a la teoría contractualista clásica es la que plantea Carole Pateman,
 quien sostiene que la subordinación de las mujeres en el espacio privado es una condición necesaria para que los hombres puedan definirse como libres e iguales en el ámbito público. Según esta autora, la exclusión de las mujeres de la categoría de individuo deriva de su confinamiento -en la mente de los contractualistas- al ámbito de la familia. En el estado civil, en virtud del poder marital, las mujeres siguen ajenas a lo que se define como político. La dicotomía privado / público equivale a natural / civil y también a mujer / hombre. Pateman sostiene que hay un contrato sexual anterior al pacto social, por medio del cual se establecen reglas de acceso carnal a las mujeres, que sirven a su vez para afianzar las condiciones de igualdad y fraternidad entre los hombres.
 Huelga decir que el contrato sexual se realiza entre varones, que son quienes se definirán después como individuos. Las mujeres no participan del contrato al ser ellas mismas el objeto de intercambio.

Las pretensiones de universalidad de la categoría de individuo, que se inaugura con la modernidad y que se hará equivalente a la de sujeto autónomo, se estrellan en una práctica social y política que asigna los espacios público y privado a sujetos determinados. En efecto, las mujeres han sido recluidas en el espacio doméstico
 y, en consecuencia, sus intereses han estado siempre subordinados a lo que se considera realmente importante, que es lo que sucede en el ámbito público.
 El análisis, la regulación legal y la definición de estrategias para combatir la violencia que tiene como escenario el hogar son un ejemplo de la complejidad presente en la dicotomía público - privado.

Según Célia Amorós, la falta de reconocimiento y valoración de las actividades que se realizan en el ámbito privado (por las mujeres) convierte a este último en un sitio de indiscernibilidad. No hay parámetros objetivos de comparación, en la medida en que todo ocurre puertas adentro. El principio de individuación es exclusivo de los espacios públicos, donde hay algo que repartir y las relaciones se dan entre iguales, "que se autoinstituyen en sujetos del contrato social, donde no todos tienen poder, pero al menos pueden tenerlo, son percibidos como posibles candidatos o sujetos de poder".

En contraposición al ámbito público, el de lo reconocido y valorado socialmente, el privado es el lugar de las idénticas, donde no se establecen diferencias sustanciales entre unas y otras. Además, la esfera privada, en donde el varón puede mandar y hacerse obedecer, es esencialmente igual para todos los hombres. Se trata de un sitio privilegiado de dominio masculino; el más vapuleado de los trabajadores, lo mismo que el empresario más prominente, al término de la jornada tiene un espacio de control y poder, socialmente reconocido como indiscutible.
 Más aún, la configuración de un espacio como de indiscernibilidad y la consecuente consideración de las mujeres como idénticas es lo que permite a los hombres constituirse como iguales en el ámbito público. Es el contrato sexual previo al pacto social del que hablaba Pateman.

En síntesis, el modelo explicativo de los contractualistas en torno a la conformación de un estado civil excluye a las mujeres; la falta de su reconocimiento como seres con la voluntad necesaria para participar en el pacto subyace a la división dicotómica de los espacios en público y privado. Y el conjunto proporciona un buen sustento para entender la exclusión de las mujeres de los principales documentos de derechos humanos hasta mediados del siglo XX y abordar las limitadas definiciones de la violencia de género.

2.3
Principales instrumentos de derechos humanos

El documento que suele citarse como inaugural de una tradición de derechos humanos es la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, que pone fin a la Revolución Francesa. Es un documento típicamente moderno, en el que se consigna con claridad la noción de individuo y de sujeto autónomo. El solo título da cuenta de las exclusiones sobre las que está edificada la Declaración y las características del nuevo sujeto: el hombre blanco, adulto, sano, propietario, ilustrado, cristiano, heterosexual. Olympe de Gouges evidenció con toda claridad la invisibilidad de las mujeres en el primer documento emanado de la Revolución al redactar su famosa Declaración Universal de los derechos de la Mujer y la Ciudadana y recibió una respuesta contundente: la guillotina. Vale la pena recordar que la petición fue hecha por Robespierre.

Pasó más de un siglo antes de que un reducido grupo de representantes de diversos países se reuniera en París, en 1918, para dar forma al proyecto de consolidar una Liga de Naciones, antecedente inmediato de la Organización de las Naciones Unidas. La delegación japonesa sugirió que se declarara formalmente la igualdad de todas las razas y la propuesta fue desechada sin más. Todavía se hablaba de “derechos del hombre”.

En 1948, a punto de cruzar hacia la segunda mitad del siglo, se cambia la denominación de la Declaración Universal para consignar ahora “derechos humanos”. El cambio era más simbólico que real, porque la mayoría de las mujeres del mundo aún no conquistaba el derecho al sufragio. Aun ahora, en una nueva centuria, en muchas culturas es una meta por alcanzar.

Los instrumentos específicos sobre violencia de género son los siguientes: 

1979. Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), emitida por la Asamblea General de Naciones Unidas. En este documento la violencia está incluida en la definición de discriminación: "distinción, exclusión o restricción basada en el sexo, con el efecto de anular el reconocimiento, disfrute y ejercicio de sus derechos (...) su estatus marital (...) y libertades básicas en lo político, económico, social, cultural, civil y en cualquier otro campo." (Art. 1o.) 

1992. Recomendación 19 de la CEDAW. Puntualiza que la noción de discriminación “incluye la violencia basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra las mujeres por ser mujeres o porque las afecta en forma desproporcionada”.

1993. Plan de Acción de la Conferencia Internacional sobre Derechos Humanos que se llevó a cabo en Viena, Austria, y que suscribe la Asamblea General de Naciones Unidas. En esta Declaración se busca eliminar "cualquier acto de violencia basado en el género que dé por resultado un daño físico, sexual o psicológico o sufrimiento para las mujeres, incluyendo amenazas de tales actos, coerción o privación arbitraria de libertad, sea que ocurra en la vida pública o privada" (Art. 1o.)

1994. Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, Belem do Pará. El art. 1o. define la violencia contra las mujeres como "cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado."

La Convención de Belém do Pará sirvió de base para la promulgación de leyes o reformas legislativas en materia de violencia doméstica o intrafamiliar en varios países de América Latina: Argentina, Bolivia, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela.
 Puerto Rico contaba con una ley sobre violencia conyugal desde 1986.

1994. Conferencia Regional sobre Integración de la Mujer en el Desarrollo Económico y Social de América Latina y el Caribe, en Mar de Plata, Argentina. Fue una reunión preparatoria a la Conferencia de Beijing.

1995. Conferencia Mundial de Naciones Unidas para la Mujer, Beijing. De esta Conferencia emana la Plataforma de Acción Mundial que insta a todos los estados parte a redoblar esfuerzos para erradicar la violencia de género.

2000. Beijing + 5, Nueva York. Se enfatiza la importancia de proteger a las mujeres desplazadas y refugiadas, migrantes y sujetas a explotación sexual.

2000. Consenso de Lima. Se insta a los estados a promover la Convención de Belem do Pará.

Como puede verse, las mujeres han tenido que emprender sucesivas luchas para adquirir el estatus de ciudadanas. Han tenido que organizarse para reclamar el reconocimiento de su derecho al voto, al trabajo remunerado en igualdad de condiciones con los hombres, a la equidad en la participación política, etc. En síntesis, han tenido que emprender una batalla por la igualdad y es ahí donde se inscribe la lucha contra la violencia.

Las mujeres no forman parte de la construcción teórica relativa al pacto originario de la soberanía, ni están constituidas como sujetos autónomos. Esa exclusión implica la negación de su voluntad y por lo tanto la imposibilidad de que se les considere sujetos de derecho.   

3. Violencia de género

3.1
Poder y pactos patriarcales

Para comprender el significado y los alcances de las relaciones de poder entre hombres y mujeres hay que considerar, en primer término, que niñas y niños, desde la socialización primaria, interiorizan modelos ideales de hombres y mujeres que, entre otras cosas, comprenden la aprehensión de pautas características o facilitadoras del ejercicio del poder por parte de los hombres y la aceptación y adecuación por parte de las mujeres. Se valoran positiva o negativamente situaciones concretas y se condicionan las motivaciones individuales a través de la internalización que se da por muchos mecanismos. "La disciplina es un tipo de poder, una modalidad para ejercerlo que implica todo un conjunto de instrumentos, técnicas, procedimientos, niveles de aplicación, de metas. El examen social, combinando la vigilancia jerárquica y la sanción normalizadora, garantiza las grandes funciones disciplinarias de distribución y de clasificación (...) de fabricación de la individualidad."

En ese conjunto de prácticas reales y simbólicas, Célia Amorós
 ubica los "pactos patriarcales", que define a partir del concepto de Sartre sobre "grupos serializados", en los que las relaciones entre sus miembros se dan en virtud de un condicionamiento externo a cada uno de ellos. Es el caso de la autopercepción, por parte de los hombres, que se produce en lo que la autora denomina la "tensión referencial" a otros hombres: "¡Soy macho porque soy como ellos!" y que continúa reiteradamente hasta el infinito. La virilidad se produce entonces como imagen alterada y alineada de cada cual en y a través de todos los otros y se valora porque implica alguna forma de poder, al menos "de poder estar del lado de los que pueden".

En su forma más laxa, los pactos patriarcales excluyen a las mujeres de manera no especialmente represiva; simplemente no las toman en cuenta. Pero a veces los pactos pierden fluidez y es necesario estrechar las redes, por ejemplo en los 'pactos entre caballeros'; aunque el tema del pacto no sea específicamente patriarcal, quien lo incumple no es un hombre. La “palabra del caballero” remite a un código de honor en el que no participan las mujeres porque a sus palabras no se les confiere credibilidad. Algunos rasgos que suelen atribuirse a la naturaleza de las mujeres son la propensión a la emotividad y la sensibilidad; paralelamente, el rol del ciudadano en tanto partícipe del debate político, es claramente masculino.

¿Qué pasa entonces con las palabras de las mujeres? No son “caballeros” que pueden sellar un pacto con una sola palabra. Entre las características que se les asignan en función del género, es decir, entre las representaciones sociales que aluden a las mujeres, está la que las define como ladinas o por lo menos mentirosas. Con ello se produce una ecuación en términos de virilidad = verdad, que evidencia que el lenguaje, como medio de construcción del orden simbólico, tiene una clara connotación genérica.
 Ahí también está cifrada la violencia contra las mujeres, en ese lugar de lo no pensado, del no reconocimiento, de la no reciprocidad, de la desigualdad.

Mediante muy variadas técnicas, las mujeres no sólo han sido silenciadas sino constituidas como objeto de poder y de conocimiento; al igual que los delincuentes, los insanos y los perversos se han vuelto 'especies' que el poder ha utilizado para sus fines. Las mujeres han sido vistas, por el conocimiento patriarcal, como una 'especie' constituida por la naturaleza, esencialmente subjetiva, apropiada a los procesos de sujeción y subjetividad, pero sin la voz individual de un sujeto humano activo. Entonces tienen que batallar para ubicarse en el mundo como individuos. Tienen que transitar de la condición de mujeres a la de seres humanos.

Este conocimiento, que Foucault llama regímenes de verdad, se construye en una vinculación estrecha con ciertos patrones de dominación. Las diversas técnicas y procedimientos que constituyen los medios de adquirir "verdad" y que por lo tanto confirman el poder, están ligados a la institucionalización y profesionalización de las verdades discursivas. Y esas verdades discursivas se inscriben principalmente en un esquema de control sobre los cuerpos de las mujeres, que adquieren formas distintas, pero cuyo objeto siempre es el mismo. Entre los ejemplos que podrían citarse está la práctica de la clitoridectomía en algunos países africanos
, la modificación de los pies de las chinas, la esclavitud sexual en Filipinas
 y por supuesto las violaciones y asesinatos de muchas mujeres latinoamericanas.

Sin embargo, el carácter circulante del poder genera diversas formas y estrategias de resistencia. Se trata de espacios discursivos en donde los conocimientos descalificados pueden ser audibles. La resistencia es en sí misma un ejercicio de poder, como proyección de verdades alternativas. De esta manera las mujeres, particularmente las mujeres organizadas, han producido un mosaico de resistencias a partir de sus propias necesidades, y que se dirigen a la familia, el lenguaje, los tribunales, los medios, las instituciones educativas y de salud, etc. 

Aquí también hay que señalar que hay algunas formas de resistencia utilizadas por las mujeres que son socialmente aceptables; ejemplo de ello son las lágrimas, el chantaje, la súplica, el uso de la debilidad como instrumento de control y manipulación, etc. Hay otras formas que no gozan de esa aprobación y que por lo tanto tienen que recorrer un trayecto más difícil para lograr arraigarse; por ejemplo, la asertividad o el enojo.

El feminismo intenta quebrantar las "verdades" patriarcales.  Es a la vez una reacción en contra de y una resistencia estratégica a las relaciones de poder existentes. Sirve para exponer cómo las disparidades de género son un proceso estructural que afecta a hombres y a mujeres, susceptible de ser deconstruido analítica y socialmente. "La resistencia feminista, en particular, empieza con el rechazo del cuerpo a la subordinación, un retiro instintivo de las fuerzas patriarcales a las que con frecuencia es violentamente sujetado".
 El cuerpo femenino es un sitio central, socialmente investido como lugar de la dominación masculina. Ésta se expresa en formas muy variadas que incluyen la maternidad forzada, la penalización del aborto, el asedio y el abuso sexual, la violación, el maltrato a las esposas. No es casual que las mujeres se expresen, políticamente, a partir de esa sujeción cifrada en el cuerpo y que sus demandas respondan a una realidad que tradicionalmente se ha considerado privada, personal: aborto, violación, mujeres golpeadas. 

El caso específico de la violencia contra las mujeres (hostigamiento, violación sexual y maltrato doméstico) es un fenómeno estructural inherente a la hegemonía patriarcal. Es justamente el contexto social lo que permite a los hombres ejercer poder sobre las mujeres y los niños de una manera sexualizada. Por ello la violencia contra las mujeres tiene que analizarse en relación directa con las estructuras sociales que continuamente son producidas y reproducidas como normales. 

La cuestión no es solamente el comportamiento individual de hombres concretos sino todo un sistema con múltiples estructuras, procesos, relaciones e ideologías de esa  "significación imaginaria" que entraña la violencia cultural. Todo sistema de dominación delimita espacios jerárquicos dotados de significación y asignados a grupos determinados. Así, algunos espacios físicos (la casa, algunos empleos) y también simbólicos (figuras míticas, la naturaleza, etc..) se crean y definen para las mujeres, por oposición a los espacios de reconocimiento y poder que son exclusivos de los hombres.

En el caso de las mujeres, los lugares no adquieren significación de sus proyectos personales (bailar, platicar, tomar una copa) sino que están presignificados por quienes los diseñaron y, además, existen normas de interpretación. En los expedientes de juicios por violación abundan los ejemplos de atenuantes por la forma de vestir de la víctima, el lugar en el que ella se encontraba,
 la actividad que estaba realizando,
 la hora en que ocurrió el hecho,
 etc.. Hay una preinterpretación de los actos y palabras de las mujeres.

En general las versiones de las víctimas, por ejemplo en los procesos legales, son despreciadas. Las relaciones de género son construcciones sociales compartidas por hombres y mujeres; si lo que está en el centro de tales construcciones es precisamente la desigualdad, resulta inevitable que ésta se traduzca y permee los procesos judiciales. Hombres y mujeres consideran algo normal que las personas que en esa jerarquización patriarcal ocupan un nivel inferior sean perjudicadas, menospreciadas, insultadas y maltratadas. Esta dinámica se aprecia con claridad en las relaciones de maltrato doméstico, donde las mujeres golpeadas llegan a justificar las conductas agresivas del hombre e incluso se sienten culpables.

En resumen, cualquier expresión de violencia contra las mujeres tiene que analizarse en el contexto social en el que se produce; si éste está cifrado en la desigualdad, en donde ni sus palabras ni su voluntad son valoradas, en el que los espacios están preinterpretados y presignificados, la definición, el análisis conceptual y la defensa de sus derechos en el terreno práctico, entrañan notorias dificultades.

3.2
La lucha contra la violencia

Como hemos visto a lo largo de estas páginas, la discriminación de las mujeres está naturalizada y por ello la violencia de género se vuelve invisible. De manera no sorprendente, han sido las mujeres de diversas latitudes quienes han levantado la voz para denunciar el maltrato, las infamias, la desigualdad que lacera y ofende. La historia es bastante reciente. En los años setenta, las mujeres empiezan a formar pequeños grupos en donde hablan de su vida cotidiana, comparten sus historias y vivencias íntimas y rápidamente caen en cuenta de que el malestar es social, de que dolor es compartido y de que la violencia es también construida. Ahora bien, si la discriminación está naturalizada y el maltrato se vuelve invisible, no es de extrañarse que la voz de las mujeres fuera acallada y su lucha desacreditada y rechazada.

El activismo feminista ha tenido que vencer numerosos obstáculos y dificultades para ganar un lugar en la arena social. Las demandas específicas por la erradicación de la violencia han generado ecos por parte de diversos actores sociales, precisamente porque se apunta a un bien social generalizado. Por lo menos en el discurso, nadie está a favor de la violencia y esto ha influido para que el movimiento de mujeres pueda establecer alianzas con otros movimientos ciudadanos, fracciones parlamentarias, sindicatos y partidos, a fin de apuntalar ciertos cambios. Las reformas legislativas en muchos casos son resultado de alianzas estratégicas.

Así, la lucha contra la violencia, en un lapso tan breve como tres decenios, ha ganado arraigo en diversos ámbitos del quehacer social. De ser preocupación casi exclusiva del feminismo militante, pasó a la academia y de ahí a las prioridades gubernamentales y a las agendas de organismos supranacionales. El proceso ha estado lleno de altibajos y contradicciones, pero aun así ha logrado consolidarse y crecer.

Algunas acciones que vale la pena destacar son las siguientes: 

En 1979, en Puerto Rico se crea la Casa Protegida Julia Burgos, primer refugio para mujeres maltratadas.

En 1981, en Bogotá, en el Primer Encuentro Feminista de América Latina y el Caribe se decide declarar el 25 de noviembre como Día Internacional por la No Violencia contra las Mujeres, como un homenaje a las hermanas Mirabal, muertas en manos de la dictadura de Trujillo en Dominicana.

En la década de los ochenta se registran avances notables en materia legislativa, entre los que resalta que la constitución federal brasileña obliga al Estado a combatir la violencia en la familia (1988); se crean comisarías de mujeres en Perú, Brasil y México, y empiezan a conformarse redes regionales cuyo eje de cohesión es la lucha contra la violencia.

En materia de políticas públicas, varios países del continente pusieron en marcha planes y programas de gobierno tanto nacionales como sectoriales. En Honduras, Dominicana y Uruguay, se crearon comisiones interinstitucionales para desarrollar estrategias contra la violencia. En Colombia se generó una política de equidad y participación de las mujeres, en Ecuador se gestó el Plan de igualdad de oportunidades y política nacional de la mujer. Conviene notar que sólo Bolivia, Nicaragua y Paraguas hablan específicamente de violencia contra la mujer.

Además de las políticas y planes nacionales, en Bolivia, Brasil, Ecuador, Panamá y México se abrieron refugios para mujeres maltratadas, que ofrecen un espacio de seguridad temporal para ellas y sus hijos. Sin duda los albergues responden a una necesidad muy clara de atención a víctimas de violencia, pero desde su creación enfrentan severos problemas de operación: largas listas de espera por la excesiva demanda, tiempo insuficiente para elaborar el proceso y salir de la relación de maltrato, alta rotación de personal, conflictos internos, etc. El diseño, apertura y funcionamiento de los refugios constituyen un desafío interesante para nuevas investigaciones y para la elaboración de políticas públicas.

Paralelamente, se han formulado planes y programas sectoriales. La mayor parte de los países que han intentado esta estrategia se han enfocado en el sector salud; tal es el caso de Argentina, Bolivia, Colombia, Costa Rica, Chile, El Salvador, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Perú, Dominicana, Uruguay y Venezuela. El principal problema en este sector es la detección e identificación de casos de violencia. Sin duda, hay mujeres que llegan con lesiones visibles, pero la mayoría de las veces la violencia se esconde tras padecimientos de muy diversa índole: migrañas, trastornos de sueño, alteraciones hormonales, colitis, diabetes, problemas digestivos, etc. Para lograr una adecuada identificación, es necesario modificar los interrogatorios iniciales y dar una capacitación amplia y continua a los prestadores de servicios de salud.

Un segundo momento se refiere a la canalización adecuada de las mujeres y el seguimiento a cada uno de sus malestares y enfermedades. Para ello es fundamental contar con un registro único que dé cuenta de la evolución de los padecimientos, los medicamentos utilizados, la respuesta de la mujer y la canalización a otros servicios. En síntesis, una buena atención en los espacios de salud requiere detección oportuna, canalización adecuada con los especialistas que correspondan, registro de cada paso dado y seguimiento puntual. Todo esto implica capacitación permanente a todo el personal, no sólo a los médicos generales o a las enfermeras. 

En este mismo rubro, es altamente recomendable el trabajo de sensibilización y capacitación a parteras, comadronas y en general prestadores/as de servicios de salud alternativa, sobre todo en áreas rurales.

Otro sector que ha recibido atención de los planes contra la violencia es el de procuración e impartición de justicia. Chile, El Salvador, Nicaragua, Perú y México tienen experiencia en este sentido. El trabajo en este terreno tiene algunas dificultades; en primer lugar, suele ser muy difícil lograr el acceso a los funcionarios judiciales que efectivamente tienen la capacidad de decisión, y una vez que se obtiene, éste hay que vencer resistencias, prejuicios y una buena dosis de arrogancia. Junto con las reformas legislativas y la expedición de nuevas leyes, es necesario insistir en la sensibilización a funcionarios y empleados del poder judicial.

Finalmente, en el sector educativo, Costa Rica, Chile, Honduras y Panamá han realizado acciones concretas. En Chile se llevó a cabo la Escuela para la paz, y en Panamá un Programa de prevención del maltrato en las escuelas.

Sin duda, todas las iniciativas son loables y arrojan valiosas enseñanzas. En el campo de la conscientización ciudadana, las ONG han tenido un papel fundamental. Durante los ochenta y noventa (del siglo XX), las organizaciones feministas cumplieron muy exitosamente la función de sacar a la luz pública el fenómeno de la violencia de género y reclamar de los gobiernos atención inmediata a las víctimas. Los siguientes son algunos ejemplos de campañas contra la violencia protagonizadas por ONG de diferentes países latinoamericanos:

Argentina:
“No es no”.

México:
“Ni una más”.

Uruguay:
“Por la vida de las mujeres, ni una muerte más”.



“Estamos de luto, murió otra mujer por violencia doméstica”.

El Salvador:
“Nada justifica la violencia sexual. ¡Mi cuerpo se respeta!”.

Nicaragua: 
“La próxima vez que te levanten la voz que sea para felicitarte”.

Brasil:

“Campaña contra la violencia doméstica que sufren las mujeres negras”.

Perú:
 
“Vivamos sin tortura”.

Chile:

“La violencia contra las mujeres no es un juego”.

Además, se han llevado a cabo Tribunales de Conciencia en Guatemala, Costa Rica, Colombia, Chile, Ecuador, Perú, México y Uruguay. 

Aunque más adelante se anotan algunas conclusiones y recomendaciones en torno a las experiencias de prevención y atención de la violencia de género, desde ahora es posible señalar que las ONG enfrentan problemas de financiamiento, escaso reconocimiento y falta de sistematización de muchas experiencias. Por otra parte, las iniciativas gubernamentales no tienen la sensibilidad de género necesaria para que la estrategia sea exitosa: no es sorprendente que el trabajo sobre violencia sexual sea realmente reducido, en tanto que la violencia intrafamiliar ganó apoyos, presupuesto y recursos variados. En este último caso, el acento se coloca en la familia y se defiende la unidad y la convivencia bajo el mismo techo contra viento y marea, aun a costa de los derechos individuales de las mujeres. Finalmente, es posible advertir que cuando se establecen canales de interacción gobierno-ONG, se tiene noticia de mejores resultados; la voluntad política suele ser decisiva.

3.3
Los costos sociales de la violencia

No hay un registro de los costos de la violencia para las víctimas directas, para la familia, para la comunidad, para el conjunto de la sociedad. Es más, ni siquiera es posible cuantificar el monto de los recursos asignados a la prevención, sanción y erradicación de la violencia. Un análisis comprehensivo de los costos de la violencia tendría que tomar en cuenta los efectos a corto, mediano y largo plazos en las diversas esferas de la vida de las mujeres (víctimas directas) y de los demás integrantes de la familia (víctimas indirectas): salud, empleo, educación, procuración e impartición de justicia, bienestar social.

Salud. El maltrato de parte del compañero íntimo suele ocasionar daños en la salud física y mental de las mujeres, que no siempre se advierten a simple vista y que sólo excepcionalmente llegan a clínicas y hospitales. Un análisis de costos tendría que tomar en cuenta los medicamentos y remedios caseros para aliviar jaquecas y migrañas, trastornos alimenticios y de sueño, dolores de diversa índole y magnitud. Este costo es prácticamente invisible.

 En un segundo momento entrarían las consultas médicas y psicoterapéuticas, tanto en instituciones públicas como privadas. Pasa cuantificar este rubro adecuadamente, debe existir un mecanismo confiable de identificación de casos de violencia y discernimiento de los motivos de consulta. En otras palabras, una mujer golpeada puede usar los servicios de salud por causas que no deriven del maltrato.

En una tercera etapa tendrían que tomarse en cuenta los costos hospitalarios en sus diferentes niveles de atención: consulta externa, análisis clínicos, internado, cirugía, tratamiento, etc. Los pocos datos disponibles permiten señalar que la violencia genera directamente la ocupación del 20% de las camas de los servicios de urgencia. El dato es impresionante: una de cada cinco personas que recibe atención médica de urgencias es una mujer golpeada.

Finalmente, están las secuelas de la violencia a lo largo del ciclo vital, con sus costos correspondientes.

Educación. En este aspecto hay que considerar los días que los niños/as golpeados/as o hijos/as de mujeres golpeadas no asisten a la escuela. También hay que pensar en el bajo rendimiento escolar y en los problemas de conducta y comportamiento con otros estudiantes.

Empleo. Un trabajo multicitado de Lori Heise, publicado por el Banco Mundial, consigna que uno de cada cinco días laborales perdidos, se debe a violencia doméstica. Aunque la cifra está referida al contexto estadounidense, podemos pensar que si hay alguna variación para el contexto latinoamericano, probablemente apuntará a su incremento.

Impartición de justicia. En los últimos años se han creado instancias ad-hoc para atender principalmente a víctimas de violencia familiar, es decir, mujeres y menores, ya que otras víctimas están aún más invisibilizadas (personas de la tercera edad, discapacitadas, homosexuales y lesbianas). Uno de los obstáculos para la apertura y mantenimiento de estos espacios es precisamente el económico. Tomemos como ejemplo el caso de la Ciudad de México, que tiene aproximadamente 10 millones de habitantes.
 En la actualidad cuenta con un Centro de Atención a la Violencia Intrafamiliar (CAVI) y 16 Unidades de Atención y Prevención de la Violencia Familiar (UAPVIF), en el área de procuración de justicia. Sabemos que los servicios son insuficientes; a escasos dos meses de su apertura ya estaban en los niveles máximos de su capacidad de atención. (El CAVI, por ejemplo, atiende aproximadamente a veinte mil personas al año, lo que significa 54 al día. Si el servicio se presta durante doce horas – de nueve a nueve – podemos pensar que cada trece minutos llega una usuaria.)

El CAVI cuenta con una directora, dos subdirectores/as, cuatro jefas de departamento, un médico, 10 abogados/as, 10 psicólogos/as, 10 trabajadoras/es sociales, 8 analistas en el área de investigación, tres secretarias y un chofer. La nómina del personal, en su totalidad, arroja una cifra equivalente a cincuenta y cinco mil dólares mensuales.

Las UAPVIF, por otra parte, operan con una coordinación, dos subcoordinaciones, cuatro profesionistas y una secretaria. La nómina mensual es de alrededor de diez mil dólares por Unidad; es decir, 160 mil dólares en total.

Sólo en salarios, una mínima parte del sistema de procuración de justicia implica un gasto mensual de doscientos quince mil dólares. La operación de estos espacios requiere, además, el alquiler de los inmuebles, el pago de luz, teléfono y agua, y la compra permanente de equipo de oficina. Por último, habría que agregar los honorarios de abogados y litigantes.

Transporte. Algo que no suele tomarse en cuenta en los análisis de costos es el transporte. Las mujeres tienen que trasladarse a los espacios de salud, centros de atención y unidades jurídica; ahí hay un gasto adicional también derivado de la violencia. En México ha sido posible observar que muchas mujeres desertan de los grupos de autoayuda o abandonan los trámites legales porque no pueden costear los gastos de transporte.

Cada uno de los rubros mencionados – salud, empleo, educación, justicia, transporte – tiene varias ramificaciones. Si además agregamos el costo psicoemocional, tendríamos que concluir que los costos de la violencia son realmente incuantificables.

Conclusiones y recomendaciones

EL vínculo entre la violencia social y la violencia de género opera en varios niveles. Por una parte, la construcción teórica excluye a las mujeres del concepto mismo de derechos humanos y la noción derivada de sujeto moral autónomo. Las mujeres no forman parte del pacto fundacional de la soberanía sino que son objeto de intercambio entre varones en las diversas facetas de los pactos patriarcales. Al estar cosificadas, se les niega la capacidad de ejercer una voluntad propia y con ello decidir sobre su cuerpo, su reproducción, sus tareas, sus relaciones, su presente y su futuro.

Esta marginalidad resulta muy funcional a los sistemas establecidos. Las estructuras sociales y las instituciones que las rigen se edifican en un terreno de desigualdades de todo tipo y por lo tanto proclive a la violencia. Así, las inequidades sociales, políticas y económicas se redefinen por género. En este proceso el vínculo se muestra con nitidez: donde hay pobreza, las mujeres son las más pobres; donde hay desnutrición, las mujeres son quienes reciben menos alimento; donde hay violencia, las mujeres son más vulnerables. Paralelamente, las instituciones asocian a las mujeres con las unidades domésticas y las familias, y con ello se pierde la individualidad de las demandas y prerrogativas, a la vez que se refuerza su situación subordinada.

El componente cultural es también determinante para entender este vínculo. El imaginario social, nutrido de múltiples discursos con diferentes rangos de credibilidad, consigna determinados atributos a las mujeres, entre los que no aparece la inteligencia. Durante siglos se ha construido la imagen de las mujeres como seres dotados de ternura, gracia, abnegación, dulzura, paciencia, pero no racionalidad. Las mujeres no son seres racionales y por lo tanto, si recordamos los postulados básicos del proyecto jurídico-filosófico de la Ilustración y la modernidad, no son humanas. Si además carecen, como hemos visto, de voluntad, la violencia contra ellas es inexistente. En otras palabras, las mujeres han sido construidas como seres sobre quienes pueden ejercerse, impunemente, formas variadas de violencia, ya que ésta es invisible aun en la teoría.

Algunos ejemplos concretos de cómo opera el vínculo violencia social-violencia de género pueden encontrarse en situaciones de guerra, de conflicto armado, de anomia social y aun en la vida cotidiana de sociedades democráticas. Así, en la guerra la violación de las mujeres es una práctica generalizada que sólo muy recientemente se consideró un crimen; el cuerpo femenino es territorio privilegiado para ultrajar al vencido, humillación última, tiro de gracia. Y se concibe como ofensa para los hombres derrotados, ya que las mujeres son impunemente violables.

En situaciones de conflicto armado, las mujeres engrosan las filas de refugiados/as y desplazados/as. Igual que en la guerra, son particularmente vulnerables a sufrir violencia sexual, que en ese contexto se percibe como mera consecuencia inevitable.

En un contexto de anomia social, como el que se vive en la frontera mexicana de Ciudad Juárez, donde confluyen redes de narcotráfico, pugnas políticas, intereses económicos, población flotante, presencia de maquiladoras como principal fuente de empleo, alta migración transnacional, las mujeres están sumamente expuestas a la violencia en todas sus formas. AL igual que en otros lugares (por ejemplo, Guatemala), suman varios cientos las mujeres secuestradas, violadas, torturadas, asesinadas. El problema es mucho más grave de lo que supone el peligro de un asesino serial; el colapso del estado de Derecho genera un clima de impunidad que permite que cualquier hombre pueda disponer de la vida de cualquier mujer, con al certeza de que ese asesinato será sólo una cifra más de una serie de crímenes. De hecho, algunas ONG de Ciudad Juárez han consignado que varios crímenes son producto de la violencia conyugal, pero se registran en el amplio rubro de “las muertas de Juárez”.

En otros países latinoamericanos la situación no es muy distinta. En El Salvador, por ejemplo, se cometen seis homicidios diarios; paralelamente, se presentan nueve denuncias por delitos sexuales, que en su mayoría (65%) son cometidas contra menores de 19 años. Y para completar el cuadro hay mujeres secuestradas, mutiladas y asesinadas, cuyos cuerpos aparecen en los cuatro puntos cardinales, generando indignación y coraje, pero sobre todo impotencia ante la ineficacia del sistema policial y de procuración de justicia. Y toda esta violencia se hace derivar, de acuerdo con los discursos dominantes, de las pandillas o maras; con ello se agrega un toque de inevitabilidad a los hechos y se contribuye a la impunidad. Las estadísticas de criminalidad por género indican que dos de cada tres mujeres asesinadas en 1999 encontraron la muerte en manos de la pareja (compañero, esposo o ex novio). Se confunde así la arrogancia y el autoritarismo de los gobernantes, la ineficiencia de las instancias judiciales, los actos vandálicos de un marero y la dominación del marido desobligado pero controlador. 

Es necesario tener en cuenta la visión de conjunto cuando se diseñan estrategias de sensibilización, prevención y atención a la violencia de género. Una constante en las campañas de prevención es que están dirigidas a las mujeres, sea para informarles que tiene derecho a una vida libre de violencia, para incitar la denuncia o incluso para recomendar ciertas precauciones. El vacío notorio está en los mensajes dirigidos a los hombres, que son quienes realmente pueden detener la violencia; los pocos que hay aluden al carácter delictivo de la violencia, pero no al respeto a las mujeres por el solo hecho de que son seres humanos.

En ese mismo orden de ideas, la prevención sólo puede ser exitosa si se ofrecen servicios y éstos funcionan. De nada sirve anunciar un número de teléfono para denunciar el hostigamiento sexual, si nadie contesta, si no se da información o no se atienden las quejas. El resultado es claramente contraproducente, porque contribuye al clima de impunidad.

En materia de atención, se advierte también la desarticulación con lo social. La gran mayoría de los servicios existentes están dirigidos a las mujeres y la orientación que prevalece es que ellas pueden modificar su situación; sin duda, con una buena orientación y su proceso psicoterapéutico adecuado, las mujeres pueden elaborar un plan para salir de la relación de maltrato y vivir en condiciones de relativa seguridad. Sin embargo, la violencia tiene raíces sociales y por ello para su erradicación hay que diseñar políticas de gran alcance. Mientras no se avance en la democratización de las relaciones familiares y la construcción de patrones de comportamiento e interacción más equitativos, no habrá trazos definidos en la lucha contra la violencia.

Para concluir, vale la pena retomar el modelo ecológico mencionado en las primeras páginas. Cualquier cambio, para ser exitoso, tiene que generar acciones en los cuatro sistemas: macro, exo, micro e individual. Además, las transformaciones en cada uno de estos espacios suelen ser paulatinas y estar condicionadas a diversos factores. Los procesos individuales y sociales son complejos y contradictorios y por ello las acciones deben ser constantes. El gran reto sigue siendo construir relaciones interpersonales, comunitarias, laborales y sociales donde el poder – y las resistencias – circulen sin aplastar.
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** Investigadora del Programa Interdisciplinario de Estudios de la Mujer de El Colegio de México.


� La aplicación de torturas y de penas crueles o degradantes en el siglo XVIII, por ejemplo, está muy documentada. Al inicio de "El cuerpo de los condenados", Michel Foucault incluye una descripción detallada de cómo un reo es castigado públicamente. Michel Foucault, Vigilar y castigar. El nacimiento de la prisión. Siglo XXI Editores, México, 1976.


� El concepto de derechos humanos como prerrogativas inherentes a la persona, si bien encuentra sus orígenes en la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano emitida al término de la Revolución Francesa (1789), se consolida, en términos de universalidad, apenas en 1948. Además del debate constante, ha generado activismo internacional y, en lo que se refiere a las definiciones, se han ampliado sus alcances. Jack Donnelly, Derechos humanos universales: teoría y práctica, México, Gernika, 1994.


� En 1988 el SIPRI (Stockholm International Peace Research Institute) identificó 33 conflictos armados que produjeron más de mil muertos cada uno; en 1990 el número era de 75. Estos datos permiten una aproximación al panorama de la violencia social, aunque limitada los conflictos armados. Kumar Rupensinghe y Marcial Rubio, The Culture of Violence, United Nations University Press, Tokio, 1994.


� Esto ocurre por ejemplo cuando se trata de denuncias de transgresiones a los derechos humanos. La alusión a poblaciones o grupos vulnerables (indígenas, menores, mujeres, discapacitados, ancianos) pone el acento en las víctimas, más que en el hecho violento en sí o en el contexto en el que éste se produce.


� Por ejemplo, hasta 1995 varios códigos civiles mexicanos señalaban que los padres podían corregir a los hijos incluso a golpes, siempre que no lo hicieran “con demasiada frecuencia ni con demasiada crueldad”.


� Johan Galtung, "The specific contribution of peace research to the study of violence: typologies", en UNESCO, Violence and its Causes, París, 1981. 


� En un país andino, un juego de niñas consistía en juntar las palmas de las manos al tiempo que cantaban: “Chico Perico mató a su mujer; la hizo tamales, se puso a vender, y no la quisieron porque era mujer”.


� Tzvetan Todorov, La conquista de América, el problema del otro, México, Siglo XXI editores, 1989.


� El Derecho puede ser un ejemplo de tal aceptación. En general todos están de acuerdo con su existencia en el terreno formal, aunque no haya consenso con respecto al contenido de alguna norma específica.


� Concepción Fernández Villanueva, "El concepto de agresión en una sociedad sexista", en Virginia Maquieira y Cristina Sánchez (comp.) Violencia y sociedad patriarcal, Madrid, Editorial Pablo Iglesias, 1990, p. 19.


� Urie Bronfenbrenner, La ecología del desarrollo humano, Barcelona, Paidós, 1987.


� De manera destacada puede citarse el trabajo de Jorge Corsi, Violencia familiar. Una mirada interdisciplinaria sobre un grave problema social, Buenos Aires, Paidós, 1994. 


� Hannah Arendt, Sobre la violencia, Cuadernos de Joaquín Mortiz, México, 1970.


� Max Weber, Economía y sociedad. Fondo de Cultura Económica, México, 1987, p. 464.
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